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DERECHOS A LA DEFENSA Y AL DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / PROCESADO SIN DEFENSA TÉCNICA / DEBE SURTIRSE TRASLADO PARA APELACIÓN. “[E]l canon 178 de la Ley 600 de 2000, predica que solo al sindicado privado de la libertad, al Fiscal General de la Nación o su delegado cuando actúen como sujetos procesales, y al Ministerio Público, se les notificará en forma personal y a los demás -en este caso a la defensa- por estado, ello sería absolutamente viable en el evento de que el procesado contara con defensor, sea de confianza, oficio o de la Defensoría Pública, pero en este caso concreto, como se indicó, lo que se aprecia es que en momento alguno la señora VIVIAN MARITZA ha contado con un profesional del derecho que la asista y en esas condiciones ha carecido de defensa técnica, por lo cual no tiene validez alguna la notificación y ejecutoria del auto que hoy se ataca por esta vía (…). [A]ante la irregularidad advertida no le queda otro camino a esta Colegiatura que dejar sin efectos el término de ejecutoria de la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en diciembre 24 de 2015, y se ordenará a ese despacho que, en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este proveído, dé iniciación a los siguientes trámites: (i) adelante la gestión necesaria para obtener la designación de defensor adscrito al Sistema Nacional de Defensoría Pública para la interna VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ DÁVILA -salvo que el Dr. GUSTAVO RÍOS BEDOYA, quien promovió la acción constitucional en su nombre, sea quien asuma la misma, lo cual deberá ser corroborado por el despacho-; (ii) se notifique al defensor nombrado los autos de fecha diciembre 24 de 2015 y septiembre 20 de 2016 -el que tampoco se ha comunicado- con el fin de garantizar el debido proceso y derecho a la defensa técnica de la condenada; y (iii) una vez surtidos los plazos de ejecutoria y de presentarse sustentación del recurso que en uso de la defensa material ya interpuso la procesada, se remita sin dilación alguna el expediente ante esta Corporación por ser la encargado de desatar la alzada para que con absoluto respeto por las garantías procesales se proceda a emitir la determinación que en derecho corresponda, e igualmente se deberá dar curso a los recursos de reposición y/o apelación que eventualmente crea pertinente interponer y sustentar el defensor asignado.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (4) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                   Acta de Aprobación N° 1015
                                                                   Hora: 3:40 p.m.     
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por intermedio de apoderado judicial por la señora VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ DÁVILA contra el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa, igualdad, acceso a la administración de justicia, así como al principio de favorabilidad.     

2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta el apoderado de la señora HINCAPIÉ DÁVILA, se puede sintetizar así: (i) fue condenada en segunda instancia por la Sala Penal del Tribunal a la pena de 28 años y 6 meses de prisión por secuestro extorsivo y porte ilegal de armas, y por tales hechos igualmente fueron sentenciados, entre otros, el señor ROBINSON TAMAYO JARA a quien en el año 2008 el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de la Dorada le otorgó el beneficio del 10% de rebaja que reconoce la Ley 975/05; (ii) elevó ante el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas solicitud para que se le concediera tal rebaja, la cual se le negó por auto de diciembre 24 de 2015; (iii) durante dicho trámite la sentenciada no estuvo asesorada por abogado ni el juzgado le nombró uno de oficio para garantizar su defensa técnica y al carecer la misma de conocimientos jurídicos no sustentó la apelación; (iv)  el Estado debió nombrarle al menos un abogado de oficio para que la representara, por lo cual se vulneraron el debido proceso y derecho a la defensa; (v) estima que se le debe conceder a la accionante la rebaja consagrada en la Ley 975/05, en tanto fue sentenciada en su vigencia y considera un desborde interpretativo del a quo tomar la fecha de su captura -enero 16 de 2008- para determinar la  aplicación de la referida ley, cuando debió tener en cuenta la de la sentencia, esto es marzo 4 de 2004, por encontrarse condenada durante la vigencia de la ley; (vi) el Juez violó el principio de favorabilidad al desconocer precedentes jurisprudenciales y optó por una interpretación restringida de la norma en contra de los intereses de la procesada; (vii) Hace alusión a jurisprudencia constitucional relativa a la Ley de Justicia y Paz y el derecho a la igualdad en tanto a la señora VIVIAN MARITZA se le negó la diminuente que sí le fue concedida al otro coprocesado ROBINSON TAMAYO JARA por un Juzgado de Ejecución de Penas diferente, y (viii) la inmediatez no puede ser oponible a la Defensoría del Pueblo, en tanto la administración de justicia no le garantizó a la señora VIVIAN la defensa técnica, lo que se evidenció al momento en que esta no  interpuso el recurso de apelación y el juzgado no hizo nada para materializarle tal derecho, por lo que pide no se invoque tal situación para negar la tutela.

Pide en consecuencia se tutelen los derechos vulneraos y se le conceda a la señora VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ DÁVILA la rebaja del 10% reconocido por la Ley de Justicia y Paz.

3.- CONTESTACIÓN

Del trámite constitucional se descorrió traslado al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y se vinculó a la abogada CLAUDIA ALEXANDRA GONZÁLEZ LÓPEZ, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- El Juez Tercero de Ejecución de Penas expresa que el auto de diciembre 24 de 2015 objeto de cuestionamiento se le notificó personalmente a la interna, al ministerio público y se intentó hacerlo así a la Defensora CLAUDIA ALEXANDRA GONZÁLEZ LÓPEZ quien fungía como su apoderada por ser la encargada de tramitar una acción de revisión, por lo cual para esa época sí contaba con apoderada, a quien se le comunicó la decisión por estado de enero 25 al no hacerse presente para entrarla de dicha providencia.

Agrega que en relación con la petición elevada por la interna, se respetaron los postulados aplicables al asunto y se equivoca el togado al decir que se violó el derecho a la igualdad en tanto a otro procesado se le concedió el 10% de rebaja, en tanto ello lo hizo el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de La Dorada, misma que no lo obligaba para decidir en igual sentido.  Estima que el proveído se ajustó a los parámetros legales y no se vulneraron principios fundamentales.

- La abogada CLAUDIA ALEXANDRA GONZÁLEZ LÓPEZ, informó que no ha fungido como abogada de VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ, en tanto solo la asesoró y tramitó ante la Oficina de la Defensoría en Manizales (Cds.) la viabilidad de iniciar una acción de revisión, según lo pedido por la usuaria, pero para dicha gestión nunca se asumió poder de la interna, pues tal actividad no lo requería, por lo cual no es procedente lo afirmado por el Juzgado Tercero al presumir que era la abogada de la interna, en tanto ello se acredita con el debido poder, por lo cual considera que no es viable su vinculación a la acción constitucional.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes y por esta Sala se ordenó efectuar inspección judicial a la carpeta del caso que se tramita ante el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y que por parte del funcionario judicial se aportara copia del poder y el auto que le confirió personería a la abogada CLAUDIA ALEXANDRA GONZÁLEZ LÓPEZ para actuar, de lo cual se dio respuesta negativa.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales de la actora; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Antes de proceder al estudio del presente asunto y como quiera que el profesional del derecho que interviene hace una advertencia previa, frente a una posible causal de impedimento para conocer de la presente acción, por cuanto el Tribunal ya se ha referido en anteriores ocasiones con respecto a la rebaja consagrada en la Ley 975/05 y la misma fue utilizada como soporte por el Juzgado accionado para negar la misma; considera la Sala que no existe causal alguna, en tanto por parte de esta Corporación si bien se han efectuado pronunciamientos en tal sentido, en cada uno de ellos se debe analizar la situación fáctica planteada, la cual es diferente en la mayoría de los casos y en momento alguno se ha adoptado determinación en la que se vincule a la ahora actora.

En este caso la interna VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ concurre ante el juez constitucional por intermedio de apoderado, con el fin de que se amparen los derechos fundamentales que avizora vulnerados por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad quien además de negarle la rebaja del 10% consagrada en el artículo 70 de la Ley 975/05, le conculcó el derecho a su defensa técnica, razón que conllevó a que la misma, pese a manifestar que interponía recurso de apelación, no lo sustentó al no contar con el apoyo de un profesional del derecho que la orientara.

Con antelación a efectuar el análisis de fondo, considera pertinente la Colegiatura hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar en principio no resultaría procedente atacar por esta vía la decisión judicial, como lo hace la accionante, por cuanto la misma no configura una vía de hecho en ninguna de las modalidades que ampliamente ha señalado la jurisprudencia; empero, no obstante lo anterior, el asunto sí resulta de relevancia constitucional toda vez que por hechos externos a la providencia adoptada por el funcionario judicial se avizora la afectación de las garantías fundamentales invocadas por el apoderado de la actora, como se pasa a verse.

La Sala no ingresará en el estudio de fondo, de si en efecto el auto de diciembre 24 de 2015 por medio de la cual se negó la pretensión de la sentencia estuvo acorde al ordenamiento jurídico y por ende no se pronunciará en sede de tutela si la providencia del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad fue o no la correcta. Lo único que dirá al respecto es que la misma no puede ser considerada a priori como una vía de hecho, máxime que es factible que esa determinación pueda ser conocida en segunda instancia por esta Corporación, por lo cual de ingresar en un análisis en tal sentido implicaría que posteriormente la Sala deba declararse impedida para resolver la alzada interpuesta y a la cual extrañamente no se le ha dado trámite.
Entrando por tanto en lo que sí debe ser materia de pronunciamiento por vía de tutela en este momento, encuentra la Sala que de la información que se arrimó a esta Corporación por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas, se aprecia una irregularidad consistente en que para la fecha en la que la señora HINCAPIÉ DÁVILA elevó la referida petición y fue resuelta por parte del a quo, ésta carecía de defensa técnica, en tanto dicho auto no fue notificado a defensor alguno y por el contrario se hizo por medio de estado, sin que por supuesto tuviera la interna posibilidad de contar con la debida asistencia de un profesional del derecho que la orientara en relación con la impugnación de la decisión que le resultó desfavorable, misma contra la cual interpuso recurso de apelación pero que no sustentó.

Si bien el titular del juzgado aduce en su respuesta que dicha providencia se intentó notificar a la Defensora Pública Dra. CLAUDIA ALEXÁNDRA GONZÁLEZ LÓPEZ, por cuanto era quien fungía para esa época -diciembre de 2015- como su apoderada por ser la encargada de tramitar una acción de revisión, para la Sala tal interpretación es totalmente errónea y evidencia que por parte del despacho no se verificó si la referida profesional del derecho ostentaba tal cargo, con mayor razón cuando de conformidad con lo señalado por el funcionario accionado no obraba en la actuación ningún poder que le fuera otorgado a la misma para representar los intereses de la señora HINCAPIÉ DÁVILA, pues como así lo informó a esta Sala la abogada, nunca ha fungido como defensora de la allí sentenciada, y lo único que hizo fue asesorarla y gestionar lo pertinente para que se estudiara la viabilidad de interponer una acción de revisión, lo cual no fue atendido por la Defensoría del Pueblo porque se emitió un concepto negativo al respecto.

Nada más mírese que el oficio que la Defensora CLAUDIA ALEXÁNDRA GONZÁLEZ aportó al proceso, fechado julio 28 de 2016, y el cual se conoció por cuanto fue aportado por el Juzgado a esta Corporación
, se desprende que la  misma no pudo ejercer su representación legal en atención a la Circular 3020.0185 de agosto 19 de 2014 emanada de la Dirección del Sistema Nacional de Defensoría Pública, donde se les ordenó que solo podían asumir aquellas condenadas que estén próximas a obtener beneficios administrativos y/o judiciales, con mayor razón cuando el interés de la señora VIVIAN MARITZA era que se diera comienzo a una acción de revisión, en la cual  luego de adelantados los trámites respectivos se emitió concepto negativo de la Oficina Especial de Apoyo de la Defensoría de la ciudad de Manizales. De ese modo, fue esa labor la que se resaltó por dicha profesional del derecho como la única “gestión que se adelantó en favor de la penada […]”, y fue enfática por demás al contestar la acción constitucional que en ningún momento recibió poder de la procesada para actuar y por ende el despacho nunca le reconoció personería para intervenir en el referido asunto.

No  entiende la Sala entonces, como tampoco ahora lo entiende el mismo funcionario judicial según se desprende de la respuesta entregada a esta Sala
, el motivo por el cual sin obrar poder que acreditara a la abogada GONZÁLEZ LÓPEZ como Defensora de la señora VIVIAN MARITZA, se procedió a procurar notificarle el auto de diciembre 24 de 2015 por medio de la cual se le negó la rebaja pedida, como así se desprende lo aportado
, sin que por supuesto la profesional acudirá a tal llamando, razón que conllevó a que la providencia se comunicara por estado.

De lo antes mencionado se observa que  aunque el juzgado profirió esa decisión, la misma no le fue notificada a defensor técnico alguno porque carecía de tal representación en el asunto, lo que en sentir de la Corporación vulnera el debido proceso y el derecho a la defensa que debe regir todas las actuaciones judiciales, sin exclusión alguna.

Como si ello fuera poco y pese a evidenciarse que la sentenciada hizo uso de la defensa material al interponer el recurso de apelación frente a la providencia que resultó adversa a sus intereses, no pasó a sustentarlo quizá precisamente por carecer de abogado que la asesorara en tal sentido, como así se dice en el escrito de tutela. Tal situación, por supuesto, no puede relevar la obligación que le asiste al Estado de proveerle un apoderado judicial para que la represente, circunstancia ésta que no hizo el despacho accionado y que por ende debe ser objeto de salvaguarda por parte del juez constitucional.  
Mírese igualmente que tampoco obra en el cuaderno que inspeccionó esta Sala, decisión alguna por medio de la cual se hubiere pronunciado en relación con la interposición de tal recurso, ya fuera para declararlo desierto o inadmitirlo.
No puede pasar por alto la Corporación la situación observada en el trámite que se ha surtido, porque del estudio del cuaderno facilitado para inspección judicial y como así se dejó consignado en el acta respectiva
, no fue únicamente el auto de diciembre 25 de 2015 en el que se percibe tal carencia de Defensa, en tanto lo que se otea es que en momento alguno la sentenciada ha tenido representación legal y ello se afirma porque nada más mírese que en muchas de las actas de notificación que allí reposan -relacionadas con redención de pena o beneficios administrativos- aparece expresa constancia en el espacio destinado para la firma del defensor en la que se señala “no registra”.

Si bien se comunicó tal providencia por medio de estado, por cuanto el canon 178 de la Ley 600 de 2000, predica que solo al sindicado privado de la libertad, al Fiscal General de la Nación o su delegado cuando actúen como sujetos procesales, y al Ministerio Público, se les notificará en forma personal y a los demás -en este caso a la defensa- por estado, ello sería absolutamente viable en el evento de que el procesado contara con defensor, sea de confianza, oficio o de la Defensoría Pública, pero en este caso concreto, como se indicó, lo que se aprecia es que en momento alguno la señora VIVIAN MARITZA ha contado con un profesional del derecho que la asista y en esas condiciones ha carecido de defensa técnica, por lo cual no tiene validez alguna la notificación y ejecutoria del auto que hoy se ataca por esta vía (nos referimos al de diciembre 24 de 2015).

Podría pensarse que por ser el auto de diciembre 24 de 2015, no se cumpliría con el requisito de inmediatez que exige la acción constitucional, por haber transcurrido casi 11 meses desde que se adoptó tal decisión, pero debe entenderse que la situación de especial sujeción que ostenta la señora VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ, por encontrarse privada de la libertad, aunada a su desconocimiento en temas jurídicos y la limitación que al parecer impone la Defensoría del Pueblo para la designación de Defensores Públicos a quienes se encuentran privados de la libertad, no le permitió a la misma acudir con mayor antelación a buscar la protección de los derechos que considera vulnerados, razón por la cual la Sala estima procedente la acción constitucional, pese al tiempo transcurrido.

Así las cosas y en aras de reivindicar los derechos fundamentales de la actora, se dejarán sin efectos los términos de ejecutoria del auto fechado diciembre 24 de 2015  proferida por el juzgado accionado -no obstante que de ello nada aparece en el expediente-, precisamente por su indebida notificación, pues el mismo debió ser comunicado al defensor designado para la sentenciada por parte de la Defensoría Pública, o a aquél nombrado de oficio, con el fin garantizarle a la ahora accionante el ejercicio pleno de su derecho a una defensa técnica.  
Al respecto, así se expresó el alto Tribunal Constitucional: 

“En estas condiciones, se advierte la concurrencia de una causal de procedibilidad de la acción constitucional, que en términos de la Corte Constitucional se configura cuando “una decisión judicial adoptada con respeto por el debido proceso; mediante una valoración probatoria plausible y conforme con los principios de la sana crítica; y fundamentada en una interpretación razonable de la ley sustancial, tiene como resultado la violación de derechos fundamentales al haber sido determinada o influenciada por aspectos externos al proceso, consistentes en fallas originadas en órganos estatales”.

Así mismo y como quiera que no fue solo esa providencia la que produjo el juzgado accionado en contravía de los derechos fundamentales de la actora, en tanto similar situación acaeció con otras decisiones, es de anotarse que la mayoría de ellas le fueron favorables porque se le reconoció redención de pena; sin embargo, también se observa que al menos hubo una de fecha septiembre 20 de 2016 por medio de la cual se le negó el beneficio administrativo de permiso de 72 horas a la señora VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ, en cuya notificación plasmó la palabra “apelo”, sin que se le hubiere informado a defensor alguno, ni mucho menos se aprecie trámite posterior alguno.
Precisamente y en el evento en que se surta, como seguramente así se hará, el recurso de apelación contra las determinaciones allí adoptadas, le corresponderá a esta Sala de Decisión pronunciarse de fondo con respecto a las peticiones allí elevados, por lo cual y como se dijo párrafos atrás, con miras a evitar incurrir en una causal de impedimento, la Sala no abordará el fondo del asunto planteado, porque ello debe hacerse en el curso ordinario de la referida actuación y no en sede de tutela, en tanto ese es el mecanismo que ha dispuesto el ordenamiento jurídico.

Así las cosas y ante la irregularidad advertida no le queda otro camino a esta Colegiatura que dejar sin efectos el término de ejecutoria de la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en diciembre 24 de 2015, y se ordenará a ese despacho que, en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este proveído, dé iniciación a los siguientes trámites: (i) adelante la gestión necesaria para obtener la designación de defensor adscrito al Sistema Nacional de Defensoría Pública para la interna VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ DÁVILA -salvo que el Dr. GUSTAVO RÍOS BEDOYA, quien promovió la acción constitucional en su nombre, sea quien asuma la misma, lo cual deberá ser corroborado por el despacho-; (ii) se notifique al defensor nombrado los autos de fecha diciembre 24 de 2015 y septiembre 20 de 2016 -el que tampoco se ha comunicado- con el fin de garantizar el debido proceso y derecho a la defensa técnica de la condenada; y (iii) una vez surtidos los plazos de ejecutoria y de presentarse sustentación del recurso que en uso de la defensa material ya interpuso la procesada, se remita sin dilación alguna el expediente ante esta Corporación por ser la encargado de desatar la alzada para que con absoluto respeto por las garantías procesales se proceda a emitir la determinación que en derecho corresponda, e igualmente se deberá dar curso a los recursos de reposición y/o apelación que eventualmente crea pertinente interponer y sustentar el defensor asignado.

Se dispondrá además oficiar al Defensor del Pueblo de esta Seccional, para enterarlo de esta providencia con miras a facilitar la gestión dispuesta.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos fundamentales a la defensa y el debido proceso de los que es titular la señora VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ DÁVILA.
SEGUNDO: SE DEJA SIN EFECTOS el término de ejecutoria del auto de fecha diciembre 24 de 2015 adoptado por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio del cual le negó a la señora VIVIAN MARITZA HINCAPIÉ DÁVILA la rebaja del 10% al que alude el canon 70 de la Ley 975 de 2005, con el fin de restablecer los términos de notificación de la referida providencia.

TERCERO: SE ORDENA al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir del momento de la notificación de la presente decisión, proceda en la forma indicada en el cuerpo motivo de esta providencia con el fin de garantizar el derecho a una defensa técnica por parte de la sentenciada HINCAPIÉ DÁVILA.
CUARTO: Entérese de esta decisión al Defensor del Pueblo de esta Seccional, para los fines oficiales que corresponden.

QUINTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Ver folio 79.


� T-094/13


� Ver folio 67 vto.


� Ver folio 75.


� Corte Constitucional, Sentencia T-590 de 2009.
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